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TRllUJNAL DK KWCA (;unKRNAMENTAL: San Salvador, a las ocho horas con Ireinla y
y

cinco minutos del día seis de marzo de dos mil veinticuatro.

Mediante resolución de í'f. 27 y 28 se requirió documentación al Gerente General del

Fondo Social para la Vivienda (FSV), necesaria para analizar la concurrencia de los criterios

establecidos en el art. 44 de ia Ley de Htica Gubernamental, en lo sucesivo LLG, a considerar en

la determinación de la cuantía de la mulla en el presente caso; en ese contexto, se recibió la

respuesta de dicho luncionario a ese requerimiento (íT. 33 al 97).

Consideriiiulos:

I. Relación de los hechos

Ohiclo del caso

FJ presente procedimiento administrativo sancionador se tramita contra la señora Milena

Guadalupe García Martínez, Asistente de Ventas en la Agencia Santa Ana, de la Gerencia de

Servicio al Cliente del FSV. a quien se atribuye la posible infracción al deber ético de "Excusarse

de inlervenir o parlicipar en asiinlos en ¡os cuales él, su c()nyu,pe, convivieníe, parienles dentro

del cuarto í^rado de consanguinidad o secundo de afinidad o socio, tengan algún conflicto de

interés", regulado en el artículo 5 letra c) de la LLG, por cuanto, entre los meses de mayo y junio

de dos mil veintitrés, habría intei-venido en el procedimiento de reserva y trámite de solicitud de

crédito hipotecario a favor de su tío, señor Dino Antonio Ramírez García, para adquirir un activo

e.\.traordinario (inmueble recuperado por el FSV).

Desarrollo del procedimiento

1. Ln la resolución de ff. 21 y 22, se decretó la apertura de! procedimiento administrativo

sancionador contra la señora García Martínez, y se le concedió el plazo de cinco días hábiles para

que ejerciera su derecho de defensa y presentara las alegaciones y prueba que estimara

pertinentes.

2. Mediante escrito de ff. 25 y 26, la investigada realizó alegaciones sobre los hechos e

infracción atribuidos, indicando, en síntesis que, acepta su responsabilidad con relación al

conílicto de intereses por haberle 'llevado” el proceso al señor Dino Antonio Ramírez García,

medio hermano de su padre; y queda a la espera de la imposición de la sanción que este rrihunal

le impondrá.

Agregó que la situación de conHicto relacionada se ocasionó por no consultar, en las áreas

correspondientes, si el parentesco indicado podría generar afectación, ya que el .señor Ramírez

García anteriormente había adquirido una vivienda con el FSV.

3. Por resolución de IT. 27 y 28 se requirió documentación al Gerente General del FSV.

necesaria para analizar la concurrencia de los criterios establecidos en el art. 44 de la LLG, a

considerar en la determinación de la cuantía de la multa en el presente caso.



n. Aceptación de los hechos por la inlractora

I-i artículo 156 de la Ley de 16-ocedimientos Administrativos (LPA) señala que

iiiiciaí/o un proccíiiiuienfo sanciouaclor. el iujraclor reconoce su res¡)onscihili(¡a(/ de forma

expresa r por cscrilo. se podrá resolver el procedimicnlo con la imposición de la sanción que

¡)roceda. Esta circunstancia será considerada una atenuante para la determinación de la

sanción. ('liando la sanción tenga carácter pecuniario, se podrán aplicar reducciones de hasta

una cuarta parte de su importe

Im ese sentido, habiendo reconocido la investigada su responsabilidad con relación a la

conducta e infracción atribuida, con base en el artículo relacionado, este 'fribunal ha omitido la

etapa probatoria y de traslado en el caso de mérito, y se procederá a resolver el procedimicnlo.

III. Fuiuhinierito jurídico

Infracción atribuida

La conducta atribuida a la .señora García Martínez se calificó como una posible infracción

al deber etico regulado en el artículo 5 letra c) de la LLG. relativo a "Excusarse de intervenir o

participar en asuntos en los cuales él, su cónyuge, conviviente, parientes dentro del cuarto grado

de consanguinidad o segundo de aifnidad o socio, tengan algún conficto de interés

Una de las obligaciones que la Convención Interamcricana contra la Corrupción impone a

los Lslados parles es la aplicación de medidas dentro de sus propios sistemas institucionales,

destinadas a crear, mantener y fortalecer normas de conducta para el correcto, honorable y

adecuado cumplimiento de las funciones públicas. listas normas deberán orientarse a prevenir

conllictos de intereses (artículo 111. l Medidas preventivas. Convención Interamcricana contra la

Corrupción).

Si

También el (’ódigo Internacional de Conducta para los titulares de cargos públicos,

emitido por la Asamblea General de las Naciones Unidas, estipula que un cargo público conlleva

la obligación de actuar en pro del interés público, por lo que quien lo desempeñe no debe utilizar

su autoridad oficial para lavoreccr indebidamente intereses personales o económicos propios o de

sus familias.

Ihi armonía con esas obligaciones convencionales y con los principios éticos de

supremacía de! interés público, imparcialidad y lealtad -ailículo 4 letras a) d) c i) LIKí-, el

deber étieo regulado en el artículo 5 letra c) de la LLXj contiene un mandato claro y categórico

para los servidores estatales de presentar una excusa formal y apartarse de intervenir en una

decisión o procedimiento en ios cuales le correspondería participar, pero en éstos su interés

personal, el de su cónyuge, conviviente, parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y

segundo de afinidad o socios, entran en pugna con el interés público.

Id conllicto de interés se define como "Aquellas situaciones en que el interés personal del

servidor público o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de

aifnidad, entran en pugna con el interés público artículo 3 letra j) de la LHG-.
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Hn términos generales, los conllictos de interés son situaciones en las cuales la equidad y

la imparcialidad requerida para la decisión pública se han perdido.

En concreto, existe un conllicto de interés cuando un funcionario público obtiene un

beneficio de manera ilegítima como resultado de una decisión que ha tomado en función de su

cargo o competencias (De Michele, R. "Los conflicíos de inlerés en el sedor público. " Coalición

por la 'fransparencia, Criiatemala, 2{)()4, p. 9).

\'.n esc sentido, la excusa se erige como una herramienta mediante la cual el servidor

público, al advertir un posible conllicto de interés, por iniciativa propia se separa de la

tramitación de un asunto en el cual le corresponde participar, evitando intervenir en el mismo,

con el fin de garantizar la imparcialidad de sus actuaciones. Con ella se pretende proteger la

imparcialidad y objetividad del servidor público, a fin de no poner en desventaja a los demás

ciudadanos, quienes tienen derecho a recibir un trato igualitario, exento de valoraciones de índole

subjetivas.

En suma, la ílnalidad de la proscripción del artículo 5 letra c) de la EE(í, es garantizar a

todas las personas que los actos administrativos que emanan de las instituciones gubernamentales

se gestionan de manera objetiva e imparcial, y que se orientan exclusivamente a la satisfacción de

los fines que justillcan la existencia de cada entidad estatal. En e.se mismo sentido se pronunció

este 'l'ribunal en las resoluciones de las once horas con cuarenta y cinco minutos del día cinco de

marzo, de las dieciseis horas con treinta y cinco minutos del día veinticinco de marzo, de las ocho

horas con cincuenta minutos del día veinte de agosto y de las quince horas con treinta y cinco

minutos de! día diecinueve de noviembre, todas de tíos mil veintiuno; de las ocho horas con diez

minutos del día veintiocho de abril, de las trece horas y de las trece horas con quince minutos del

día dieciséis de noviembre, todas de dos mil veintidós; de las catorce horas con veinte minutos

del día veinticinco de enero y de las ocho horas con treinta minutos del día dieciseis de octubre,

ambas fechas de dos mil veintitrés, en los procedimientos referencias 201-A-17. 1()0-D-1 8. 29-A-

]9^ 144-A-18. 149-A-21, 13-D-22, 98-A-22, 47-A-21 y 15 DA-22, respectivamente.

IV. Prueba recabada en el procedimiento

En este caso la prueba que será objeto de valoración, por ser lícita, pertinente, idónea,

necesaria y útil, es la siguiente:

Recabada por el 'íribunal:

Copia certiHcada por el (jerente General del FSV de: a) Memorando referencia GSC-

065/2023 de fecha diecinueve de junio de dos mil veintitrés, suscrito por el Gerente de Servicio al

Cliente de la referida institución, informando al Asesor .lurídico de la Presidencia y Dirección

l•Jeculiva sobre el Activo Extraordinario N.° 188337 (f 6); b) Informe sobre reserva y trámite del

aludido activo extraordinario, de fecha catorce de junio del año que transcurre, suscrito por el

Jefe de la Agencia Santa Ana del f'SV, en el que además se indica que la señora (jarcia Martínez,

al ser cuestionada sobre las circunstancias en que se realizaron los citados reserva y trámite,

indicó que el .señor Ramírez García “es tío por parte del papá” (f 8); c) Constancia de la
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reservación N.“ i 71006 del citado activo, a favor de! señor Ramírez García, emitida por la señora

García Martínez en lecha dieciocho de mayo del presente año, como responsable de dicha

reservación (tí. 11 y 72); d) Contrato Individual de Trabajo suscrito entre dicha institución y-la

señora García Martínez, para que esta última prestase sus servicios como Asistente de Ventas en

la Agencia Santa Ana de la aludida entidad, a partir del uno de enero de dos mil veintitrés (IT. 35

y 36); e) impresión de pantalla del sistema “ABANK.S’\ en la que se identiHea al usuario

U201911, que corresponde a la empleada del T'SV señora Milena Guadalupe García Martínez,

responsable de la reserva del citado activo extraordinario realizada en lecha dieciocho de mayo

de dos mil veintitrés, documento emitido por el JeTe del Área de Activos Hxtraordinarios y

responsable del módulo del sistema de reservas (T 40); /) Hi.storial dcl I-xpedicnlc del Crédito

Hipotecario N." S6388/98767793 correspondiente al señor Dino Antonio Ramírez García, en el

que consta registro de actuaciones de la Promotora señora Milena Guadalupe García Martínez,

parlicularmente la recepción de documentación y solicitud de inlbrme registra!, en Techas

dieciocho y diecinueve de mayo de dos mil veintitrés (T. 46); Hoja de Chequeo de Requisitos y

Documentos de Activos Tixtraordinarios de Venta al Crédito, correspondiente al Tixpedicnte dcl

Ch'édito Hipotecario N.° 86388/98767793. suscrita por la Promotora Milena Guadalupe García

Martínez (T. 61); h) Documento Unico de Identidad (DUI) dcl señor Dino Antonio Ramírez

García (1. 62); i) Solicitud de Crédito Hipotecario dcl señor Dino Antonio Ramírez García ante el

T’SV, con fecha de recepción diecinueve de mayo de dos mil veintitrés y suscrita por la señora

Milena Guadalupe García Martínez como rc.sponsablc (f. 65); y j) documento denominado

“Información de Solicitante y Activo Uxlraordinario’*, correspondiente al .señor Dino Antonio

Ramírez García y suscrito por este último en fecha diecinueve de mayo de dos mil veintitrés; en

el que además figura sello en el que se lee “Milena Guadalupe García Martínez. Atención al

Cliente T'.S.V. Agencia Santa Ana” (f. 90).

V. Valoración de ia prueba y decisión dcl caso

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 inciso 5° de la LHG. las pruebas

vertidas en el procedimiento se valorarán .según el sistema de la sana crítica, el cual se asienta en

el principio de razonabilidad y obliga a que las máximas de experiencia consten en la motivación

de ia resolución definitiva; a lln de evidenciar cómo se ha alcanzado certeza de lo afirmado por

las partes.

id artículo 87 del Reglamento de la LHG (RLHG) establece que en el procedimiento

admini.strativo .saneionador rige el principio de libertad probatoria, siendo admisibles todos los

medios de prueba, que cumplen los requisitos de licitud, pertinencia, idoneidad, necesidad y

utilidad; habiéndose realizado el juicio de admisibilidad y procedencia correspondiente.

Aunado a ello, el artículo 106 incisos 1°. 2° y 3° de la LPA, establecen reglas generales en

cuanto a los medios probatorios, así: “[l]os hechos relevantes para ia decisión de un

procedimiento podrán probarse por cualquier medio de prueba admisible en derecho y será

aplicable, en lo que procediere, el Código Procesal Civil y Mercantil.—Se practicarán en el
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proccdimienlo todas las pruebas pertinentes y útiles para determinar la verdad de los hechos,

aunque no hayan sido propuestas por los interesados y aun en contra de la voluntad de éstos. —

l.as pruebas serán valoradas en Ibrma libre, de conformidad con las reglas de la sana crítica; sin

embargo, para el caso de la prueba documental, se estará al valor tasado de la misma en el

derecho procesal cominf'. Y el inciso 6° de la disposición legal citada prescribe que “|l]os

documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y

en los que, observííndose los requisitos legales correspondiente s se recojan los hechos

constatados por aquellos, harán prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario".

Así, en el presente caso, la prueba vertida es documental, la cual se configura dentro de

los documentos públicos administrativos, que son los “válidamente emitidos por los órganos de

las Admini.straciones Públicas; esto es los producidos por un órgano administrativo de acuerdo a

(Barrero. C., La Prueba en el Procedimienfolas formalidades exigidas en cada caso'

Adiuinislralivo, 3'“’ lídición. Editorial Aran/adi, Navarra, 2006, p. 336).

Lo anterior, en concordancia con los artículos 106 de la LPA y 331 del CPCM, éste

último refiere que serán in.struinentos públicos “los expedidos por notario, que da fe, y por

autoridad o funcionario público en el ejercicio de su función pública”; cuyo valor probatorio, de

conlbrmidad al artículo 341 del CPC'M, constituye “prueba fehaciente de los hechos, actos o

estado de cosas que documenten; de la fecha y personas que intervienen en el mismo, así como

del fedatario o funcionario que lo expide”. En este sentido, es preciso acolar que la prueba

documental vertida en el procedimiento, consta de copias cerlillcadas de instrumentos emitidos

por servidores públicos.

Por tanto, a partir de la prueba aportada en el transcurso del procedimiento se ha

establecido con certeza que:

/. ¡A! calidad de servidora pública de la investigada y sus funciones:

Durante el período comprendido entre los meses de mayo y Junio de dos mil veintitrés, la

señora Miiena Guadalupe García Martínez se desempeñó como Asistente de Ventas en la

Agencia Santa Ana del I’SV.

Entre las funciones principales correspondientes a dicho cargo, se encuentran las

siguientes: atender, informar y asesorar a clientes sobre las diferentes líneas de crédito, requisitos,

trámites de solicitudes que ofrece el ESV.

Todo lo anterior, según consta en copia certillcada por el Gerente General del ESV de

Contrato Individual de Trabajo suscrito entre esa institución y la señora García Martínez, para

que esta última prestase sus servicios en el cargo relacionado, a partir del uno de enero de dos mil

veintitrés (ff. 35 y 36).
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2. La iiiícrvcncióii de ¡a i/jvesligada en el procedimiento de reserva y Iniinile de solieiiud

de crédito hipotecario a favor del señor Dino Antonio Ramírez García, para adquirir un activo

extraordinario (inmueble recuperado por el FSV):

l'n mayo de dos mil veinlitres. la señora Milena Guadalupe García Martínez, en su calidad

de Asistente de Ventas en la Agencia Santa Ana del l'SV. intervino en la reserva del Activo

l.xtraordinario N.” 188337 (inmueble recuperado por el I'SV) y en el trámite de solicitud de

crédito hipotecario para su adquisición, a favor del señor Dino Antonio Ramírez García, en

particular, en las siguientes fechas y actividades: i) H1 día dieciocho de mayo de dos mil

veintitrés, ai solicitar ai área de Activos Extraordinarios valúo de esc activo; al recibir

documentación del señor Ramírez García, que demostraba su capacidad de pago para el crédito;

al realizar en calidad de responsable- la reservación 171006 del citado activo; y al solicitar

"informe registral"; y ii) el día diecinueve de mayo de dos mil veintitrés, al recibir -en calidad de

responsable- la Solicitud de Crédito Hipotecario del señor Ramírez García, para iniciar el

trámite; y al solicitar “'informe registrar*.

Lo anterior, según consta en: i) copias certillcadas por el Gerente General del FSV de: a)

Memorando referencia CiSC-0ó5/2023 de fecha diecinueve de junio de dos mil veintitrés, suscrito

por el Gerente de Servicio al Cliente de la referida institución, informando al Asesor Jurídico de

la Presidencia y Dirección Ljecutiva sobre el Activo I^xlraordinario 188337 (f. 6); h) Informe

sobre rcser\'a y trámite de dicho activo extraordinario, de fecha catorce de Junio del año que

transcurre, suscrito por el Jefe de la Agencia Santa Ana del l-SV (f 8); c) Constancia de la

reservación NA 171(J06 del citado activo, a favor del señor Ramírez García, emitida por la señora

Garda Martínez en fecha dieciocho de mayo del presente año, como responsable de dicha

reservación (ff 1 1 y 72); d) Impresión de pantalla del sistema “ABANKS". en la que se identifica

ai usuario U2()1911. que corresponde a la empleada del l'SV, señora Milena Guadalupe Ciarcía

Martínez, responsable de la reserva del mencionado activo extraordinario, realizada en fecha

dieciocho de mayo de dos mil veintitrés, documento emitido por el Jefe del Arca de Activos

Extraordinarios y responsable del módulo del sistema de reservas (f 40); e) Historial del

Expediente del Crédito Hipotecario N.° 86388/98767793 correspondiente al señor Dino Antonio

Ramírez (iareía. en el que consta registro de actuaciones de la Promotora señora Milena

Guadalupe García Martínez, particularmente la recepción de documentación y solicitud de

informe registral. en fechas dieciocho y diecinueve de mayo de dos mil veintitrés (f. 46); /) Hoja

de Chequeo de Requisitos y Documentos de Activos Eixtraordinario s de Venta ai Crédito,

correspondiente al citado expediente de crédito hipotecario, suscrita por la Promotora Milena

Guadalupe (Jarcia Martínez (f 61); Solicitud de Crédito Hipotecario dcl .señor Dino Antonio

Ramírez Garda ante el FSV. con fecha de recepción diecinueve de mayo de dos mil veintitrés y

suscrita por la señora Milena Guadalupe (jarcia Martínez como Responsable (f. 65); y h)

documento denominado “Información de Solicitante y Activo Extraordinario*', correspondiente al

señor f)ino Antonio Ramírez García y suscrito por este último en fecha diecinueve de mayo de
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dos mi! veintitrés; en el que además ligura sello en el que se lee "Milena (íuadalupe Oarcía

Martínez, Atención ai Cliente l-'.S.V. Agencia Santa Ana” (f. 90).

3. Sobre la aceplación de ¡os hechos por la inveslipada:

Como ya se indicó, en el escrito de IT. 25 y 26 la investigada manifestó aceptar los hechos

que se le atribuyen en este procedimiento, siendo parle de los mismos que el señor Dino Antonio

llamírez García es medio hermano de su padre.

Al respecto, se realizó una veriHcación de los datos de los Documentos Unicos de

Identidad de ios señores Dino Antonio Ramírez García, Milena Guadalupe García Martínez y del

padre de esta última, señor José Reinaldo Ciarcía, disponibles en el Sistema de Rcgi.slro del DUI

del Registro Nacional de las Personas Naturales (RNPN), al cual este Tribunal tiene acceso en

virtud del Convenio de Cooperación Interinstitucional suscrito entre ambas entidades, el

veintinueve de agosto de dos mil veintitrés; asimismo, se verificó una copia cerliílcada por el

Gerente General del FSV, del DUI del señor Dino Antonio Ramírez García (f. 62). A partir de

ello, se advierte que;

Pos señores Milena Guadalupe García Míirtínez, y Dino Antonio Ramírez García tienen

una relación de parentesco de sobrina y lío y, por tanto, un vínculo de tercer grado de

consanguinidad, que se conforma de la siguiente manera: a) la señora Milena (iuadalupe García

Martínez es hija del señor José Reinaldo García; h) los señores José Reinaldo García y Dino

.Antonio Ramírez (iarcía son hijos de la señora María Candelaria García y, por tanto, hermanos;

c) la señora Milena Guadalupe García Martínez, como hija del señor José Reinaldo García, es

sobrina del señor Dino Antonio Ramírez García.

Ihi virtud de lo anterior, al hacer una valoración integral de los elementos de prueba

recabados en el procedimiento, se ha establecido que en mayo de dos mil veintitrés -en particular

en los días dieciocho y diecinueve la señora Milena Guadalupe García Martínez, en su calidad

de Asistente de Ventas en la Agencia Santa Ana del h’SV, no se excusó formalmente y, por el

contrario, intervino en la re.serva del Activo Txtraordinario N.° 1K8337 y en el trámite de

solicitud de crédito hipotecario para su adquisición, a favor de su tío, señor Dino Antonio

Ramírez García, pese a que en ello tenía conHicto de interés, por existir una circunstancia que

maniílestamente afectaba su imparcialidad y objetividad para diligenciar esos asuntos, es decir,

su parentesco con la persona sobre la cual recaían los mismos, entrando así en pugna intereses

particulares (el personal y el de su tío) con el interés público.

\\n definitiva, al no haberse excusado formalmente la señora Milena Guadalupe García

Martínez, sino haber intervenido en los actos relacionados, se perilla una correspondencia clara e

inequívoca entre ese comportamiento y la infracción a! artículo 5 letra c) de la LliG.

Ahora bien, la potestad sancionadora ejercida por este Tribunal se somete, entre otros

principios, al de responsabilidad, regulado en el artículo 139 N.° 5 de la TPA, según el cual "só/o

podrán ser sancionados por hechos consii/nlivos de infracción las personas naturales yjurídicas

(pie resulten responsables a título de dolo, culpa, o cualcpiicr otro título (jiie deferinine la ley".
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Por lanío, es cxigibic. conforme a la referida disposición, que las sanciones que imponga

este Tribunal - y cualquier oirá autoridad administrativa- estén sustentadas, además, en la

comprobación de un nexo subjelivo entre el autor y los hechos objeto de una sanción,

liste nexo "(...) se puede luanifeslar como dolo, culpo, e incluso, ¡xiro un grupo ‘de

infracciones adminisfra/ivas denominadas "formales", a nivel de inobservancia. Todas estas

formas de imputación subjetiva, conllevan el destierro de la responsabilidad objetiva con la que

se sanciona aulomáticauiente por la realización de un hecho.

En el ordenamiento jurídico salvadoreño, la base de la exigencia de responsabilidad

subjetiva se encuentra en la misma Constitución, en el articulo 12. al manifestar que "Toda

persona a quien se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad

conforme a la ley (...)". Además, la jurisprudencia constitucional y contencioso administrativa

son congruentes al expresar que no puede haber sanción sin culpabilidad.

Por ejemplo, la Sala de lo í'ontencioso Administrativo en la sentencia de referencia 376-

2007 de fecha 13 de febrero de 2017 expresó que "¡os principios límites a la ¡)olestad

sancionadora exigen que la infracción (...) se realice ya sea con intención o por cul¡)a".

Asimismo, la Sala de lo Constitucional en la resolución de referencia 110-2015 de fecha 30 de

marzo de 2016 también indicó que: "en materia administrativa sancionadora es aplicable el

principio milla poena sine culpa, lo que excluye cualquier forma d.e responsabilidad objetiva,

pues el dolo o culpa constituyen un elemento básico de las infracciones administrativas" (...)

jScnlencia pronunciada por el .luzgado Segundo de lo Conlcncioso Administrativo de Santa

’fccla, el día 2Ó-VIII-201S, en el proceso referencia 00014“! 8--ST-CX)PC-2C()¡.

Además, la referida Sala de lo Contencioso Administrativo, en la sentencia de referencia

508-2016 de fecha veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve, acotó que en materia

administrativa sancionaloria. "(...) las infracciones pueden ser afribuibles a cualquier título de

imputación, sin que para ello se fije una regla general o una excepción ¡circunstancia que. si se

configura en el derecho penal, por designio absoluto del legislador j. Por ello, corresponderá al

aplicador de la norma, advertir si la infracción que se analice puede ser atribuida a título de

dolo o culpa (...)

Tn esc orden de ideas, en el presente caso la señora Milena Guadalupe García Martínez,

como servidora pública, conforme al artículo 5 letra c) de la LTG tenía el deber ético de

excusarse y abstenerse de participar en los aludidos actos de reserva de activo extraordinario y

trámite de solicitud de crédito hipotecario para su adquisición, a favor de su tío; sin embargo, .se

ha comprobado mediante este procedimiento que no cumplió ese deber, aun teniendo la

obligacióm de conocerlo.

De lo anterior, se concluye que la señora Milena Ciuadalupc García Martínez, al tener el

referido deber claramente definido en la TEG. y la obligación de conocerlo, actuó con dolo,

omitiendo excusarse y participando en las referidas actividades.

8
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Por tanto, se ha acreditado la existencia del nexo subjetivo entre la señora Milena

Guadalupe Ciarcía Martínez y la conducta comprobada mediante este procedimiento -que es

típica y antijurídica conforme al artículo 5 letra c) de la LbXi por lo que se sustenta la

imposición de una sanción por la infracción cometida.

VI. Sanción aplicable

I'l Artículo 42 de la LbXí prescribe: "Una vez comprobado e! inciimpümienlo de los

deberes élicos o la violación de las prohibiciones éticas previstas en esta ¡xy. el Tribunal sin

perjuicio de la responsabilidad civil, penal ii otra a cpie diere lu^ar, impondrá la multa

respectiva, cuya cuantía no será inferior a un salario mínimo mensual hasta un máximo de

cuarenta salarios mínimos mensuales urbanos para el sector comercio.

Id Tribuna! deberá imponer una sanción por cada infracción comprobada

Id artículo 97 del Rl.bXi prescribe que para la iljación del monto de la mulla se tomará en

cuenta el monto del salario mínimo mensual para el .sector comercio vigente en el momento en

que se cometió la infracción.

Según el Decreto Iqecutivo N.'’ 10 de fecha siete de julio de dos mi! veintiuno, y

publicado en el Diario Oficial N." 129, Tomo 432, de esa misma fecha, el monto del .salario

mínimo mensual urbano para el sector comercio vigente al momento en que tuvo lugar la referida

conducta constitutiva de infracción al deber ético regulado en el artículo 5 letra c) de la IdXi, de

parle de la señora García Martínez, es decir, en el mes de mayo de dos mil veintitrés, equivalía a

tre.scientos sesenta y cinco dólares de los listados Unidos de América (lili.UU.) |USD$365.001.

De conformidad con el ¿irtículo 44 de la fhXi, para lijar el monto de la multa el Tribunal

considerará uno o más de los siguientes aspectos: i) la gravedad y circunstancias del hecho

cometido: ii) el beneifcio o ganancias obtenidas por el infractor, su cónyuge, conviviente,

parientes o socio, como consecuencia del acto u omisión constitutivos de infracción: iii) el daño

ocasionado a la Administración Pública o a terceros perjudicados: y iv) la capacidad de pago, y

la renta potencial del sancionado a! momento de la infracción, listos son. pues, los criterios de

dosimetría que deben valorarse para que la .sanción impuesta sea proporcional,

fn este caso, los parámetros o criterios objetivos para cuantificar la mulla que se le

impondrá a la señora Milena Guadalupe García Martínez, son los siguientes:

i) Id daño ocasionado a la administración pública o a terceros perjudicados.

Como se expresó en el apartado III de esta resolución, la ifnalidad perseguida con el

cumplimiento de! deber ético regulado en el articulo 5 letra c) de la LEG es garantizar la

imparcialidad y objetividad de las actuaciones de los servidores públicos y que éstas se orienten

exclusivamente a la satisfacción de los fnes que justifean la existencia de cada entidad estatal.

lin ese sentido, las personas sujetas a la aplicación de la LHG deben abstenerse de

paiticipar en cualquier proceso decisorio en el que se perfile un interés propio, de sus socios o de

sus familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, que entra en pugna

9



con el interés público, pues de ¡o eonlrurio se perdería la equidad y ¡a inquireialidad requeridas

para la adopeióii de una decisión pública.

I.a Jurisprudencia constitucional ha establecido los alcances del principio de

imparcialidad en el ejercicio de la función pública, al indicar que este no solo tiende a proteger la

aplicación objetiva del ordenamiento jurídico o la rectitud de las decisiones y acciones públicas,

sino también la buena apariencia o la buena imagen de la Adminisíración o del servieio civil

(...). como presiq-mesio para obíener o conservar la confianza de los ciudadanos (sentencia

pronunciada el 28-11-2014. en el proceso de inconstitucionalidad referencia 8-2014).

Realizadas las anteriores acotaciones, es necesario destacar que. en el caso particular, la

señora Milcna (íiiadalupe Clarcía Martínez, como Asistente de Ventas en la Agencia Santa Ana

del FSV. tenía entre sus funciones principales, las de atender, informar y asesorar a clientes

(sobre líneas de crédito y trámites de .solicitudes ofrecidas por esa institución), por lo que se

perfila que la intervención de dicha señora en actos propios de sus funciones -reserva de activo

extraordinario y trámite de solicitud de crédito hipotecario para su adquisición, a favor de su tío-,

afectó la buena apariencia o imagen del FSV ante la persona que, mediante denuncia interpuesta

en dicha institución, cuestionó esc trámite y destacó el vinculo de parentesco relacionado -como

se verifica en la documentación que consta de ff. 1 al 20-.

For tanto, el daño ocasionado a la Administración Pública a partir de la infracción

cometida por la señora (iarcía Martínez consiste en la afectación a la confianza ciudadana en el

trabajo dcl FSV.

ii) J'd beneficio o ganancias obtenidas por el do de la señora (Jarda Martínez como

consecuencia de los hechos constitutivos de infracción:

Id FSV otorgó al .señor Dino Antonio Ramírez Clarcía un crédito hipotecario por la suma

de veinticuatro mil trescientos treinta y seis dólares de los DH.IJU. con dieciséis centavos

(liSD$24,336.16), pagadero a trescientos sesenta meses plazo, mediante igual cantidad de cuotas

men.sualcs de ciento dieciséis dólares de los FdólJU con sesenta y nueve centavos (USDSl 16.69).

Lo anterior, a partir de un trámite en el que su sobrina, la señora Milcna (luadalupe Clarcía

Martínez, participó en su calidad de Asi.stcntc de Ventas en la Agencia Santa Ana, de la Clerencia

de Servicio al Cliente de dicho fondo.

Fste monto se verifica con copias certificadas por el Cíerentc Clcncral dcl FSV de:, i)

constancia de escrituración dcl inmueble adquirido por el señor Ramírez Cjarcía con el referido

crédito, emitida por notario (f. 49); ü) orden irrevocable de descuento de las mencionadas cuotas

mensuales del sueldo u otras remuneraciones dcl mismo señor, emitida por la Agencia Santa Ana

de dicho fondo (ff 55 y 56); iii) Carta de Aprobación (f 59) y Hoja de Aprobación de Solicitud

(f 60) dcl aludido crédito.
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iii) La capacidad de pago, y ¡a renta potencial de la sancionada al momento de la

infracción a! artículo 5 letra c) de la LFXt:

Hn ci mes de mayo de dos mil veintitrés, cuando acaecieron tos heelios constitutivos de

infracción ai deber ético regulado en el artículo 5 letra c) de !a IdXi, de parte de la señora García

Martínez, esta percibió por la prestación de sus servicios como Asistente de Ventas en la Agencia

Santa Ana del f'SV, un salario base mensual de setecientos sesenta y dos dólares de los bbi.UU.

(US1)$762.00) y comisiones para todas las líneas de crédito y venta al contado, según el siguiente

detalle; desde una a diez en el mes, se pagan siete dólares de ios líE.UlJ. (USD$7.00) por cada

uno; a partir de la once, se paga un valor de siete dólares más un incremento inicial de setenta y

cinco centavos de dólar (USD$Ü.75), el cual en lo sucesivo se calcula en forma acumulada y

ascendente hasta llegar a la escrituración cuarenta, la cual tiene un valor acumulado de

veintinueve dólares con cincuenta centavos (USD$2ú.50); a partir del crédito cuarenta y uno se

pagan en forma fija y sucesiva treinta dólares de los EE.IJU. (USI)$30.00) por cada crédito

escriturado adicional, del cual sobre los últimos seis meses promedia un salario mensual de mil

ciento sesenta y cuatro dólares de los EE.UU. con ocho centavos (USI)$1.164.()S).

Lo anterior, como se verifica en constancia emitida el seis de noviembre de dos mil

veintitrés por la Jefa del Area de Gestión y Desarrollo 1 lumano de la aludida institución (f. 3ú).

Por otro lad(u la investigada ha reconocido de forma expresa y por escrito su

responsabilidad en la comisión de la infracción que se le atribuye y, conforme a lo dispuesto en el

artículo 156 de la LPA, ello es considerado por este Tribunal como una circunstancia atenuante

para la determinación de la sanción. Dicha disposición establece además que "Cuando la sanción

tenga carácter pecuniario, se podrán aplicar reducciones de hasta una cuarta parte de su

importe

En consecuencia, en atención al daño que la conducta de la señora Milena Guadalupe

García Martínez ocasionó a la Administración Pública, al beneficio obtenido por su tío a partir de

los hechos constitutivos de infracción, a la capacidad de pago y renta potencial y de dicha señora

y a que ésta aceptó su responsabilidad por los hechos e infracción atribuidos -en el escrito de If.

25' y 26-, es pertinente imponerle a dicha investigada una multa de dos salarios mínimos

mensuales urbanos para el sector comercio de trescientos sesenta y cinco dólares de los Id'i.liU.

(USD$365.00) -que suman setecientos treinta dólares de los EE.UU. (USD$73().00)

cuarta parte de este monto -que es de ciento ochenta y dos dólares de los EILÜU. con cincuenta

centavos (lISDSl82.50)-, es decir, la cantidad de quinientos cuarenta y siete dólares de los

EE.UU. con cincuenta centavos (USD$547.50), por la infracción al deber ético regulado en el

artículo 5 letra c) de la LlíG, cuantía que resulta proporcional a la infracción cometida según los

parámetros antes desarrollados.

Por tanto, con base en los artículos 1 y 14 de la Constitución, III. 1 y 5 de la Convención

Interamericana contra la Corrupción, 1 y 7.4 de la Convención de las Naciones Unidas contra la

menos la



CoiTupcióii. 5 letra c). 37 de la Ley de Llica Gubernamental. 95 y 97 del Reglamento de dicha

l,cy. este I ribunal KKSLKI.VL:

a) Sanciónase a la señora Milena (juadalupc Ciarcía Martínez, Asistente de Ventas en la

Agencia Santa Ana. de la Gerencia de Servicio a! Cliente del hondo Social para la Vivienda, con

una multa de quinientos cuarenta y siete dólares de los Estados Unidos de América con cincuenta

centavos (USl)$547.5()). por haber infringido el deber etico regulado en el artículo 5 letra c) de la

l.ey de Etica Gubernamental, en razón que. en el mes de mayo de dos mil veintitrés, no se excusó

y por tanto intcrv'ino en la reserva de un activo extraordinario y en el trámite de solicitud de

crédito hipotecario para su adquisición, a favor de su tío. por las razones expresadas en el

apartado V de esta resolución.

h) Se hace saber a la investigada que. de conformidad a los artículos 39 de la Ley de Etica

Gubernamental. 96 del Reglamento de dicha Ley. 104, 132 y 133 de la Ley de Procedimientos

Administrativos, para la presente resolución se encuentra habilitada la interposición del Recurso

de Reconsideración, el cual es optativo para el agotamiento de la vía administrativa; y de

disponer su utilización, deberá presentarse dentro del plazo de diez días hábiles/^ontados a partir

del día siguiente a la notillcación respectiva. //

,\()íifí(¡¡ie.\e. 1/

PRONUNCIADO POR LOS MÍEMBIU}S_DEL TRIBUNAL QUE LO SUSCRIBEN

c
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